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Anexo 

DICTAMEN DEL COMITÉ DE DERECHOS HUMANOS EMITIDO 
DE CONFORMIDAD CON EL PÁRRAFO 4 DEL ARTÍCULO 5 DEL 
PROTOCOLO FACULTATIVO DEL PACTO INTERNACIONAL 
 DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS 

-74° PERÍODO DE SESIONES- 

respecto de la 

Comunicación Nº 919/2000** 

Presentada por: El Sr. Michael Andreas Müller y la Sra. Imke Engelhard 
(representados por el letrado Clinton Light) 

Presuntas víctimas: Los autores 

Estado Parte: Namibia 

Fecha de la comunicación: 29 de octubre de 1999 (comunicación inicial) 

El Comité de Derechos Humanos, creado en virtud del artículo 28 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, 

Reunido el 26 de marzo de 2002, 

Habiendo concluido el examen de la comunicación Nº 919/2000, presentada al Comité de 
Derechos Humanos por el Sr. Michael Andreas Müller y la Sra. Imke Engelhard, con arreglo al 
Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 

Habiendo tenido en cuenta toda la información que han presentado por escrito los autores 
de la comunicación y el Estado Parte, 

Aprueba el siguiente: 

Dictamen a tenor del párrafo 4 del artículo 5 del Protocolo Facultativo 

1. Los autores de la comunicación, fechada el 8 de noviembre de 1999, son Michael Andreas 
Müller (en adelante Sr. Müller), ciudadano alemán, nacido el 7 de julio de 1962, 
e Imke Engelhard (en adelante Sra. Engelhard), ciudadana de Namibia, nacida el 16 de marzo 

                                                 
** Los siguientes miembros del Comité participaron en el examen de la presente comunicación:  
Sr. Abdelfattah Amor, Sr. Nisuke Ando, Sra. Christine Chanet, Sr. Maurice Glèlè Ahanhanzo, 
Sr. Louis Henkin, Sr. Ahmed Tawfik Khalil, Sr. Eckart Klein, Sr. David Kretzmer, 
Sr. Rajsoomer Lallah, Sra. Cecilia Medina Quiroga, Sr. Rafael Rivas Posada, Sir Nigel Rodley, 
Sr. Martin Scheinin, Sr. Ivan Shearer, Sr. Hipólito Solari Yrigoyen, Sr. Patrick Vella y 
Sr. Maxwell Yalden. 
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de 1965, quienes afirman ser víctimas de la violación por Namibia1 del artículo 26, del 
párrafo 4 del artículo 23 y del párrafo 1 del artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos (el Pacto).  Están representados por letrado. 

Los hechos expuestos por el autor 

2.1. El Sr. Müller, orfebre joyero, llegó a Namibia en julio de 1995 como visitante, pero le 
agradó tanto el país que decidió asentarse en la ciudad de Swakopmund.  Empezó a trabajar para 
Engelhard Design, taller de joyería desde 1993, propiedad de la Sra. Engelhard.  Los autores se 
casaron el 25 de octubre de 1996.  Antes de hacerlo, pidieron asesoramiento jurídico sobre la 
posibilidad de adoptar el apellido de la Sra. Engelhard.  Un profesional jurídico les indicó que 
ello era posible.  Una vez casados, volvieron al mismo profesional para cumplir los trámites del 
cambio de apellido.  Entonces se les informó de que, aunque la mujer podía tomar el apellido del 
marido sin ningún trámite, el marido tendría que solicitar un cambio de apellido. 

2.2. Conforme al párrafo 1 del artículo 9 de la Ley de extranjería Nº 1 de 1937 (en adelante 
denominada Ley de extranjería), enmendada por la Proclamación A.G. Nº 15 de 1989, constituye 
delito adoptar otro apellido distinto del que el interesado hubiera adoptado, con el que se hubiera 
descrito o por el que fuere conocido antes de 1937 sin previa autorización del Administrador 
General o de un funcionario del Estado y sin que dicha autorización hubiera aparecido en el 
Boletín Oficial, a menos que sea de aplicación una de las excepciones de la lista.  La excepción 
enumerada en el apartado a) del párrafo 1 del artículo 9 de la Ley de extranjería es la de la mujer 
que adopta el apellido del marido al casarse.  El Sr. Müller dice que dicha sección vulnera sus 
derechos consagrados en la Constitución de Namibia de igualdad ante la ley y de no 
discriminación por razón de sexo (art. 10), su derecho y el de su familia a la intimidad 
(párrafo 1 del artículo 13), su derecho a la igualdad al contraer matrimonio y dentro de éste 
(párrafo 1 del artículo 14) y su derecho a la protección adecuada de su vida familiar por el 
Estado Parte (párrafo 3 del artículo 14). 

2.3. El Sr. Müller dice también que hay numerosos motivos que justifican el deseo de su esposa 
y el suyo de adoptar el apellido de la Sra. Engelhard.  Dice que el suyo propio, Müller, es muy 
corriente en Alemania, lo que ilustra diciendo que en la guía telefónica de Munich, de donde 
procede, hay varias páginas llenas del apellido Müller y que sólo en esa guía telefónica 
hay 11 Michael Müller.  Afirma también que Engelhard es un apellido menos corriente y que ese 
nombre tiene importancia para su esposa y para él debido a que el negocio que tienen goza de 
gran reputación con el nombre de Engelhard Design.  No sería prudente cambiar ese nombre por 
el de Müller Design porque ese apellido no es distintivo.  Asimismo, es importante que los 
fabricantes de joyas sean conocidos como tales por un apellido, ya que éste denota el amor por 
la propia labor, y los clientes entienden que ello les asegura un trabajo de calidad superior.  
El Sr. Müller dice que si él siguiera usando su apellido y su esposa el suyo, los clientes y 
proveedores pensarían que él era un empleado.  Asimismo, el Sr. Müller y su esposa tienen una 
hija inscrita en el registro civil con el apellido Engelhard, y el Sr. Müller desea tener el mismo 
apellido que su hija para evitarle verse expuesta a observaciones poco gratas sobre su paternidad. 

                                                 
1 El Protocolo Facultativo del Pacto entró en vigor para Namibia por adhesión el 28 de 
noviembre de 1994. 
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2.4. El Sr. Müller presentó demanda ante el Tribunal Superior de Namibia el 10 de julio 
de 1997 aduciendo que el párrafo 1 del artículo 9 de la Ley de extranjería no tenía vigencia, ya 
que contradecía la Constitución en lo que hacía a la igualdad ante la ley, a verse libre de 
discriminación, al derecho a la intimidad, al derecho a la igualdad en el matrimonio y dentro de 
él y al derecho a la vida familiar. 

2.5. La Sra. Engelhard presentó un atestado, que acompañaba a la demanda de su marido, en el 
que decía que apoyaba a éste en su demanda y que ella también quería que el apellido familiar 
fuera Engelhard y no Müller por los motivos expuestos por su marido.  El 15 de mayo de 1998 la 
causa se desestimó y se les condenó en costas. 

2.6. El Sr. Müller apeló al Tribunal Supremo de Namibia y no se admitió a trámite la demanda, 
siendo además condenado en costas el 21 de mayo de 1999.  Al ser el Tribunal Supremo la 
instancia más alta de apelación en Namibia, los autores afirman haber agotado los recursos de la 
jurisdicción interna. 

La denuncia 

3.1. El Sr. Müller afirma ser víctima de la violación del artículo 26 del Pacto, ya que por el 
apartado a) de párrafo 1 del artículo 9 de la Ley de extranjería se impide al Sr. Müller adoptar 
el apellido de su esposa sin seguir la tramitación requerida por las autoridades, mientras que las 
mujeres que desean adoptar el apellido del marido pueden hacerlo sin seguir esa tramitación.  
De igual manera, la Sra. Engelhard afirma que no puede servirse de su apellido como apellido 
familiar sin atenerse a esa misma tramitación, en violación del artículo 26.  Ambos afirman que 
ese artículo de la ley establece claramente una discriminación entre el hombre y la mujer, ya que 
mientras ésta puede adoptar automáticamente el apellido del marido al contraer matrimonio, el 
hombre tiene que seguir un procedimiento específico para hacerlo.  El procedimiento que ha de 
seguir el hombre que desee adoptar el apellido de la mujer es el siguiente: 

 i) Debe publicar en dos números consecutivos del Boletín Oficial y en dos diarios, 
según un modelo determinado, un anuncio acerca de su propósito de cambiar de 
apellido y los motivos para hacerlo, y debe pagar por esos anuncios; 

 ii) Debe presentar una declaración al Administrador General o a un funcionario 
autorizado por él; 

 iii) El Comisionado de Policía y el magistrado de distrito han de facilitar informes sobre 
el autor; 

 iv) Debe incorporarse al informe del magistrado cualesquiera objeciones a que el 
interesado adopte otro apellido; 

 v) El Administrador General o un funcionario del Estado autorizado por él debe quedar 
convencido, fundándose en esa declaración y esos informes, de que el autor observa 
buena conducta y que está justificado el que adopte otro apellido; 

 vi) El solicitante debe satisfacer las tasas fijadas y cumplir los demás requisitos que exija 
la reglamentación vigente. 
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3.2. Los autores se remiten a un caso análogo de discriminación ante el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, Burghartz c. Suiza2.  En ese caso, el Tribunal Europeo sostuvo que el objeto 
de tener un apellido conjunto, que refleja la unidad familiar, podía alcanzarse con la misma 
efectividad adoptando el apellido de la mujer como apellido familiar y permitiendo al marido 
añadir el suyo que a la inversa.  El Tribunal, antes de concluir que se habían violado los 
artículos 14 y 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, también señaló que en ese caso no 
intervenía ninguna tradición genuina pero que en cualquier caso había que entender el Convenio 
a la luz de las condiciones actuales, en particular por lo que a la importancia del principio de no 
discriminación se refiere.  Los autores aluden también a la Observación general Nº 18 del 
Comité3, en la que éste dice de manera explícita que cualquier distinción por motivo de sexo es 
discriminación en el sentido que le da el artículo 26 del Pacto y que al prohibirse la 
discriminación se prohíbe cualquier discriminación en virtud de la ley.  Los autores dicen 
también que, siguiendo la interpretación que da el Comité al artículo 26 del Pacto, tal y como se 
afirma en la Observación general Nº 18, con el apartado a) del párrafo 1 del artículo 9 de la Ley 
de extranjería se discrimina contra el hombre y la mujer. 

3.3. Los autores afirman ser víctimas de la violación del párrafo 4 del artículo 23 del Pacto, ya 
que el párrafo 1 del artículo 9 de la Ley de extranjería vulnera su derecho a la igualdad en el 
matrimonio y dentro de éste al permitir que el apellido de la esposa sirva de apellido común sólo 
tras una serie de trámites, mientras que el apellido del marido puede adoptarse sin seguir ninguno 
de ellos.  El autor se remite a la Observación general Nº 19 del Comité4, en la que éste señala, 
con respecto al párrafo 4 del artículo 23 del Pacto, que debe salvaguardarse el derecho de cada 
esposa a mantener su apellido o a participar en pie de igualdad en la elección del apellido 
familiar. 

3.4. Los autores se remiten a la jurisprudencia del Comité en la causa Coeriel et al c. los 
Países Bajos5, y afirman que se ha violado el párrafo 1 del artículo 17, por cuanto el apellido de 
la persona constituye un componente importante de la propia identidad, y que la protección 
contra la injerencia arbitraria o ilegal en la vida privada incluye la protección del derecho a elegir 
y cambiar el propio apellido. 

3.5. Por lo que se refiere a la reparación, los autores pretenden lo siguiente: 

a) Una declaración de que se han violado los derechos de los autores conforme al Pacto; 

b) Que el apartado a) del párrafo 1 del artículo 9 de la Ley de extranjería constituye una 
violación, en particular del artículo 26, del párrafo 4 del artículo 23 y del párrafo 1 
del artículo 17 del Pacto; 

                                                 
2 Véase Tribunal Europeo de Derechos Humanos, sentencia A280-B, de 22 de febrero de 1994. 

3 Véase la Observación general Nº 18, de 10 de noviembre de 1989, párrs. 7 y 12. 

4 Véase la Observación general Nº 19, de 27 de julio de 1990, párr. 7. 

5 Véase el dictamen sobre la causa Nº 453/1991, de 31 de octubre de 1994. 
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c) Que Namibia debe permitir de inmediato al Sr. Müller adoptar el apellido de la 
Sra. Engelhard sin seguir los trámites impuestos en la Ley de extranjería; 

d) Que se resuelva que las instancias competentes del Tribunal Superior de Namibia y 
del Tribunal Supremo de Namibia no cobren las costas que dichos tribunales 
pronunciaron en su favor; 

e) Que Namibia enmiende el párrafo 1 del artículo 9 de la Ley de extranjería para 
ponerlo en consonancia con las obligaciones que ha contraído en virtud del Pacto. 

Observaciones del Estado Parte en cuanto a la admisibilidad y el fondo de la comunicación 

4.1. En su comunicación de 5 de junio de 2000, el Estado Parte formuló sus observaciones 
sobre la admisibilidad de la comunicación, y en su comunicación de 17 de octubre de 2000, sus 
observaciones en cuanto a la admisibilidad y al fondo. 

En cuanto la admisibilidad 

4.2. Con respecto al Sr. Müller, el Estado Parte confirma que ha agotado los recursos de la 
jurisdicción interna por cuanto su caso se llevó al Tribunal Superior de Namibia y se apeló ante 
el Tribunal Supremo.  Sin embargo, el Estado Parte señala que el autor llevó la causa 
directamente a los tribunales sin atenerse a las condiciones de la Ley de extranjería.  El Estado 
Parte afirma además que el Comité no tiene competencia o autoridad para examinar la pretensión 
del autor de que se dicte una solución específica, como se pide en el apartado d) del párrafo 3.5 
anterior, puesto que el autor no pretendió en la jurisdicción nacional que el Tribunal Supremo 
fuera incompetente para pronunciarse en cuanto a las costas ni afirmó que las leyes de Namibia 
sobre la atribución de costas por los tribunales nacionales constituyeran violación de la 
Constitución de Namibia o de las obligaciones contraídas por ella en virtud del Pacto. 

4.3. Con respecto a la Sra. Engelhard, el Estado Parte afirma que no ha agotado los recursos de 
la jurisdicción interna ni ha dado explicación alguna del porqué no lo ha hecho.  Se alega pues 
que la comunicación de la Sra. Engelhard no es admisible conforme al apartado b) del párrafo 2 
del artículo 5 del Protocolo Facultativo, y que la contestación del Estado Parte en cuanto al fondo 
no se refiere a la denuncia de la Sra. Engelhard. 

En cuanto al fondo 

4.4. Por lo que respecta a la afirmación del autor de que se ha violado el artículo 26 del Pacto, 
el Estado Parte afirma que no se disputa el hecho de que en el párrafo 1 del artículo 9 de la 
Ley de extranjería se establece una distinción entre el hombre y la mujer.  Sí se afirma que esa 
distinción está razonablemente justificada habida cuenta de que cumple importantes funciones 
sociales, económicas y jurídicas.  El apellido sirve para determinar la identidad de la persona a 
efectos de seguridad social, seguros, licencias, matrimonio, herencia, votación, presentación de 
candidaturas, pasaporte, impuestos y expedientes públicos, y constituye por tanto un componente 
importante de la propia identidad (véase Coeriel et al c. los Países Bajos).  En el artículo 9 de la 
Ley de extranjería se hace efectiva una larga tradición de la comunidad de Namibia de que 
normalmente la mujer adopta el apellido del marido, y ningún otro marido ha expresado nunca el 
deseo de adoptar el apellido de la mujer desde que entró en vigor la Ley de extranjería en 1937.  



 CCPR/C/74/D/919/2000 
 página 7 

El objeto de la distinción que se establece en la Ley de extranjería es lograr la seguridad jurídica 
y la certeza de la identidad y, por consiguiente, se funda en criterios justificados y objetivos. 

4.5. Se afirma además que el párrafo 1 del artículo 9 de la Ley de extranjería no impide al 
Sr. Müller adoptar el apellido de su mujer, sino que simplemente establece un procedimiento 
sencillo y sin complicaciones, que permite al autor lograr sus deseos.  El presente caso se 
distingue de la causa Burghartz c. Suiza en que el autor en ese litigio no podía usar su apellido 
unido por un guión al de su mujer. 

4.6. El Estado Parte sostiene que el artículo 26 del Pacto se caracteriza por un elemento de trato 
injusto, parcial e injustificado, que no es aplicable en el caso del autor.  Tampoco se ha afirmado 
que el propósito del párrafo 1 del artículo 9 de la Ley de extranjería fuese el de perjudicar 
individual o colectivamente a los varones en Namibia. 

4.7. En respuesta a la denuncia formulada por el autor en relación con el párrafo 4 del 
artículo 23 del Pacto, el Estado Parte sostiene que, en virtud de ese artículo y de la interpretación 
que hace el Comité en su Observación general Nº 19, la legislación de Namibia autoriza al autor 
a elegir en pie de igualdad con su esposa un nuevo apellido, aunque le obliga a actuar de 
conformidad con los procedimientos establecidos. 

4.8. En cuanto a la denuncia presentada por el Sr. Müller en relación con el párrafo 1 del 
artículo 17 del Pacto, el Estado Parte sostiene que ese derecho sólo protege al autor contra las 
injerencias arbitrarias, es decir, las injustificadas e intencionalmente irracionales o ilegales en su 
vida privada.  Dado que el propósito del párrafo 1 del artículo 9 de la Ley de extranjería descrito 
supra, y dado que el autor puede cambiar su apellido si así lo desea, la ley no es ilógica ni viola 
las obligaciones contraídas por el Estado Parte en virtud del párrafo 1 del artículo 17. 

4.9. El Estado Parte impugna las pretensiones del autor. 

Observaciones de los autores 

5.1. En su comunicación de fecha 5 de marzo de 2001 los autores respondieron a las 
observaciones del Estado Parte. 

5.2. El Sr. Müller no niega que hubiese podido solicitar el cambio de su apellido con arreglo a 
lo dispuesto por la Ley de extranjería.  Sin embargo, sostiene que es discriminatorio el 
procedimiento que se aplica preceptivamente a los varones que desean cambiar su apellido.  
Por ello, hubiese sido incongruente atenerse al procedimiento preceptivo. 

5.3. En relación con la alegación del Estado Parte de que la Sra. Engelhard no había agotado 
todos los recursos internos, los autores afirman que hubiese sido inútil que ella hubiese 
interpuesto una denuncia judicial al margen de la causa de su marido, puesto que su denuncia no 
habría sido diferente de la primera, que fue rechazada por el Tribunal Supremo de Namibia.  
Los autores se remiten a la jurisprudencia del Comité, en la causa Barzhig c. Francia6, en la que 
el Comité señaló que no era necesario haber agotado los recursos de la jurisdicción interna si 

                                                 
6 Véase el dictamen sobre la comunicación Nº 327/1988, de 11 de abril de 1991. 
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objetivamente dichos recursos no tenían visos de prosperar o si la jurisprudencia de los 
tribunales superiores del país excluía un resultado positivo.  Se afirma asimismo que en todas las 
actuaciones judiciales interpuestas ante los tribunales nacionales, la Sra. Engelhard ha apoyado 
invariablemente la solicitud de su marido y que, por consiguiente, éstos conocían su situación 
jurídica y de hecho. 

5.4. En relación con el artículo 26, se afirma que, una vez establecida una diferenciación basada 
únicamente en el sexo, es preciso que haya un motivo válido y de peso que lo justifique.  Cabría 
considerar si los objetivos enunciados por el Estado Parte son de tal importancia que justifiquen 
una diferenciación por motivos de sexo.  No se discute el hecho de que el apellido de una 
persona sea un componente importante de su identidad, pero se expone que, por esa misma 
razón, merece la máxima protección la igualdad de derechos de ambos esposas a elegir el 
apellido de soltero de uno o de otro como apellido familiar. 

5.5. Además, la interpretación del Estado Parte de una inveterada tradición no basta para 
justificar el establecimiento de una diferenciación, toda vez que únicamente se registró un caso 
idéntico a mediados del siglo XIX y que, a tenor del fallo del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos en la causa Burghartz c. Suiza, la interpretación debe realizarse a la luz de las 
condiciones imperantes en la actualidad, especialmente la importancia del principio de la no 
discriminación.  A fin de ilustrar que la tradición no debe ser fundamento de leyes y prácticas 
discriminatorias, los autores hacen referencia al régimen de apartheid y señalan que éste era el 
planteamiento tradicional que antes solía adoptar Sudáfrica para promulgar leyes que permitiesen 
perpetuar una situación de discriminación por motivos de raza. 

5.6. Se afirma que las alegaciones del Estado Parte en favor del mantenimiento de la 
diferenciación en el párrafo 1 del artículo 9 de la Ley de extranjería en aras de la administración 
pública y de la ciudadanía en general no es un objetivo racional, puesto que este interés no se 
vería menoscabado si las personas que contraen matrimonio tienen la posibilidad de elegir uno 
de sus apellidos como apellido familiar. 

5.7. Los autores sostienen que el procedimiento establecido para la adopción por un varón que 
así lo desee del apellido de su esposa no es tan simple como afirma el Estado Parte y, a tal fin, se 
remiten al procedimiento descrito anteriormente (párr. 3.1). 

5.8. Los autores se remiten asimismo al fallo del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en la 
causa Stjerna c. Finlandia7, en el que el Tribunal afirma que, a los efectos del artículo 14 [del 
Convenio Europeo de Derechos Humanos], una diferencia de trato es discriminatoria cuando no 
tiene objetivo ni una justificación razonable, esto es, cuando no persigue un objetivo legítimo, y 
afirman que no existe una justificación razonable que motive la diferenciación impugnada.  
Sostienen que el párrafo 1 del artículo 9 de la Ley de extranjería perpetúa la inveterada tradición 
de relegar a la mujer a una condición de sumisión en el matrimonio. 

5.9. En relación con las alegaciones del Estado Parte acerca de la Observación general 
Nº 19 sobre el artículo 23 del Pacto, se señala que cabe interpretar que este artículo incluye no 

                                                 
7 Véase el párrafo 48 de la sentencia A299B del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 
de 25 de noviembre de 1994. 
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solamente la elección de un apellido familiar, sino también el método en que se materializa esa 
elección.  En este sentido, los autores señalan que el Ministro del Interior puede o no aceptar la 
solicitud del marido de cambiar su apellido, por ejemplo, cuando los costos derivados de su 
anuncio o las tasas preceptivas relacionadas con su tramitación estén fuera del alcance del 
solicitante. 

Cuestiones materiales y procesales de previo pronunciamiento 

6.1. Antes de examinar una denuncia contenida en una comunicación, el Comité de Derechos 
Humanos, de conformidad con el artículo 87 de su reglamento, debe decidir si es admisible con 
arreglo al Protocolo Facultativo del Pacto. 

6.2. En relación con todas las presuntas violaciones del Pacto a que hace referencia el 
Sr. Müller, el Comité observa que las cuestiones han sido plenamente planteadas con arreglo a 
los procedimientos internos, y el Estado Parte ha confirmado que el Sr. Müller ha agotado todos 
los recursos de la legislación interna.  Por ello, no hay nada que impida declarar admisible la 
comunicación presentada por el Sr. Müller con arreglo al párrafo 2 del artículo 5 del Protocolo 
Facultativo. 

6.3. En relación con la denuncia de la Sra. Engelhard, el Estado Parte pone en duda que se 
hayan agotado todos los recursos internos.  Aunque el Comité considera que la Sra. Engelhard 
podía haber tramitado su denuncia a través de los tribunales de Namibia, junto con su marido o 
por separado, en este último caso, al haber sido muy similar a la del Sr. Müller, habría sido 
rechazada, visto que la denuncia del Sr. Müller ya había sido desestimada por la instancia 
judicial superior de Namibia.  El Comité sentó jurisprudencia (véase la causa Barzhig c. Francia) 
al establecer que el autor no está obligado a interponer recursos que manifiestamente resulten 
ineficaces y llega, por consiguiente, a la conclusión de que las pretensiones de la Sra. Engelhard 
no son inadmisibles con arreglo al párrafo 2 del artículo 5 del Protocolo Facultativo.  Aunque el 
Estado Parte se haya abstenido de comentar el fondo de las pretensiones de la Sra. Engelhard, el 
Comité opina que no hay nada que le impida examinar el fondo de la causa también en lo que se 
refiere a sus pretensiones, puesto que se trata de cuestiones jurídicas completamente idénticas 
que afectan a ambos autores. 

6.4. El Comité también se ha cerciorado de que el mismo asunto no ha sido sometido ya a otro 
procedimiento de examen o arreglo internacionales. 

6.5. Por ello, el Comité decide que la comunicación es admisible en la medida en que plantea 
cuestiones relacionadas con el artículo 26, el párrafo 4 del artículo 23 y el párrafo 1 del 
artículo 17 del Pacto. 

6.6. El Comité ha examinado el fondo de las pretensiones de los autores a la vista de toda la 
información que las partes le han hecho llegar, con arreglo a lo dispuesto por el párrafo 1 del 
artículo 5 del Protocolo Facultativo. 

6.7. En lo que se refiere a la denuncia del autor en relación con el artículo 26 del Pacto, el 
Comité toma nota del hecho, que no discuten las partes en la causa, de que el párrafo 1 del 
artículo 9 de la Ley de extranjería establece una diferencia entre personas por motivos de sexo 
en relación con el derecho del hombre o la mujer de adoptar el apellido del cónyuge al contraer 
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matrimonio.  El Comité se atiene fielmente a su jurisprudencia por la que el derecho a la 
igualdad ante la ley y a la igualdad de protección de la ley sin discriminación alguna no hace 
discriminatorias todas las diferencias de trato.  Una diferenciación basada en criterios razonables 
y objetivos no equivale a una discriminación prohibida en el sentido del artículo 268.  
Sin embargo, todo trato distinto que se base en los motivos enumerados en la segunda frase del 
artículo 26 del Pacto impone al Estado Parte la carga onerosa de explicar el motivo de la 
diferenciación.  El Comité, por consiguiente, tiene que considerar si los motivos que 
fundamentan la diferenciación por motivos de género, enunciada en el párrafo 1 del artículo 9, 
disipan toda duda de que esa disposición sea discriminatoria. 

6.8. El Comité observa que el Estado Parte afirma que el propósito del párrafo 1 del 
artículo 9 de la Ley de extranjería es cumplir objetivos sociales y jurídicos legítimos, en 
particular crear condiciones de seguridad jurídica.  Además, el Comité toma nota de la 
afirmación del Estado Parte de que la distinción que se establece en el artículo 9 de dicha ley se 
basa en la inveterada tradición de que las mujeres de Namibia adopten el apellido de su marido, 
mientras que hasta la fecha nunca un marido ha manifestado el deseo de adoptar el apellido de 
su esposa; por consiguiente, la ley, tratándose de una situación normal, simplemente refleja una 
situación generalmente aceptada por la sociedad de Namibia.  El deseo poco corriente de un 
matrimonio que quiere asumir como apellido familiar el de la esposa podría ser atendido 
fácilmente si se solicita un cambio de apellido de conformidad con los procedimientos 
establecidos en la Ley de extranjería.  Sin embargo, el Comité no acierta a comprender por qué 
el criterio del sexo adoptado en el párrafo 1 del artículo 9 de dicha ley está destinado a 
proporcionar seguridad jurídica, toda vez que la elección del apellido de la mujer puede 
tramitarse tan fácilmente como en el caso del apellido del marido.  Dada la importancia del 
principio de igualdad entre el hombre y la mujer, por lo general tampoco se puede invocar el 
argumento de una inveterada tradición para justificar un trato diferente entre hombre y mujer que 
es contrario al Pacto.  No puede considerarse razonable supeditar la posibilidad de elegir el 
apellido de la mujer como apellido familiar a un procedimiento más riguroso y menos ágil que su 
alternativa (la elección del apellido del marido); sea como fuere, el motivo de la distinción no es 
lo suficientemente importante como para primar sobre el criterio del género que, por lo general, 
está excluido.  En consecuencia, el Comité considera que los autores han sido víctimas de 
discriminación y de la violación del artículo 26 del Pacto. 

6.9. A la luz de la conclusión del Comité de que ha habido una violación del articulo 26 del 
Pacto, el Comité considera innecesario pronunciarse sobre una posible violación de los 
artículos 17 y 23 del Pacto. 

7. El Comité de Derechos Humanos, actuando en virtud del párrafo 4 del artículo 5 del 
Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, considera que los 
hechos que tiene ante sí revelan una violación del artículo 26 del Pacto. 

8. De conformidad con lo dispuesto en el apartado a) del párrafo 3 del artículo 2 del Pacto, el 
Estado Parte está obligado a facilitar a los autores un recurso efectivo, evitando establecer 
cualquier tipo de discriminación en la elección de su apellido común.  Además, el Estado Parte 
                                                 
8 Véase el dictamen sobre la comunicación Nº 180/1984, relativa a la causa Danning c. los 
Países Bajos. 
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deberá abstenerse de ejecutar la resolución sobre las costas judiciales dictadas por el Tribunal 
Supremo o, de haberlo hecho ya, a devolver el correspondiente importe. 

9. Teniendo presente que, al adherirse al Protocolo Facultativo, el Estado Parte ha reconocido 
la competencia del Comité para determinar si ha habido o no una violación del Pacto y que, de 
conformidad con su artículo 2, el Estado Parte se ha comprometido a garantizar a todas las 
personas que se encuentren en su territorio y estén sujetas a su jurisdicción los derechos 
reconocidos en el Pacto y a suministrar un recurso objetivo y ejecutorio en el caso de que se haya 
cometido una violación, el Comité desea recibir del Estado Parte, dentro de un plazo de 90 días, 
información sobre las medidas que se hayan adoptado para dar cumplimiento al dictamen del 
Comité.  Se pide asimismo al Estado Parte que dé amplia difusión al dictamen del Comité. 

----- 

 


